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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 11 de mayo de 2023. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se propone adicionar una fracción VII al artículo 25, y una fracción IV 

al artículo 26, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Guanajuato, se señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 17 de 

abril de 2023, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 15, celebrada el 20 de abril del año 2023, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 18, celebrada el 11 de 

mayo de 2023, se aprobó este documento en los términos que más 

adelante se detallan. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa del grupo parlamentario de 

«morena», de adicionar una fracción VII al artículo 25, y una fracción 

IV al artículo 26, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los argumentos 

que a continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo general: 

La iniciativa que se presenta plantea conseguir que servidores 

públicos o empleados al servicio del Estado no sean deudores 

alimentarios morosos, propone incorporar constitucionalmente la 

obligación de que el estado y los municipios se abstengan de contratar 

como servidores públicos o empleados a personas que sean deudores 

alimentarios declarados judicialmente. Además, de suspender la 

prerrogativa consistente en la posibilidad de ser votados para los 

cargos de elección popular. 

No obstante lo señalado por la iniciante, la adición de la fracción 

VII al artículo 25, y una fracción IV al artículo 26, de la Constitución 

Política del Estado supera las intenciones señaladas en el párrafo 

anterior, y en general, tampoco se considera una medida idónea para 

alcanzar los objetivos propuestos. Por lo que este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato no considera viable la 

propuesta, al tenor de los siguientes argumentos: 
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El artículo 25 de la Constitución del Estado establece los supuestos 

para que las prerrogativas del ciudadano guanajuatense sean 

suspendidas. Estas prerrogativas las encontramos en el artículo 23 de la 

misma constitución, el cual establece: 

ARTICULO 23.- Son prerrogativas del ciudadano guanajuatense: 

I.- Tomar las armas en el Ejército o en la Guardia Nacional para la defensa de 

la República, del Estado y de sus instituciones; 

II.- Votar en las elecciones populares. En el caso de los ciudadanos 

guanajuatenses que residen en el extranjero podrán votar para la elección de 

Gobernador del Estado; 

III.- Poder ser votado para todos los cargos de elección popular, teniendo las 

calidades que establezca la Ley; 

IV.- Asociarse para tratar los asuntos políticos del Estado; 

V.- Ejercer el Derecho de Petición; 

VI.- Ser preferido, en igualdad de condiciones, sobre los no guanajuatenses, 

para el otorgamiento de empleo, cargo o comisión pública; y, 

VII.- Participar en los mecanismos de participación ciudadana previstos en esta 

Constitución y en la Ley de la materia; 

VIII.- Poder ser nombrado, para cualquier empleo o comisión del servicio 

público, teniendo las calidades que establezca la Ley; y 

IX.- Las demás que señalen las leyes. 

Luego entonces, la suspensión de las prerrogativas de los 

ciudadanos guanajuatenses involucra no sólo el derecho a ser votado 

para un cargo de elección popular o el de preferencia para un cargo 
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o comisión pública1, sino que incluye derechos humanos como el de 

asociación, de petición, participación y el derecho político a ejercer el 

voto. 

Por ello es por lo que la restricción que se propone para los 

deudores alimentarios, con el objetivo de incentivar el cumplimiento de 

la obligación alimentaria y proteger el derecho fundamental a recibir 

alimentos, es un tema más complejo que lo señalado en la exposición 

de motivos. 

Por otro lado se analizará la idoneidad de la propuesta de reforma: 

Si bien, los promoventes señalan que estados como Yucatán o 

Hidalgo comenzaron a  regular en este sentido, ello no quiere decir que 

la propuesta esté exenta de análisis. 

No se omite considerar que, en julio de 2022, la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos (CNDH) presentó ante la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación (SCJN) la Acción de Inconstitucionalidad 98/2022 

en contra de varios artículos de un conjunto de leyes del estado de 

Yucatán, a lo cual la SCJN validó los requisitos de no ser persona 

deudora alimentaria morosa, reconociendo la validez de los artículos 

15, fracción XI, de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de Yucatán, 26, fracción VII, del Código de la Administración 

 

1 La fracción VI del artículo 23 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Guanajuato establece un derecho de preferencia solamente, no  un derecho a ser 

contratado o no para un cargo público como lo señalan los iniciantes.  
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Pública de Yucatán, y 55, fracción II, de la Ley de Instituciones y 

Procedimientos Electorales del Estado de Yucatán, para acceder a los 

cargos de presidente o presidenta de la Comisión de Derechos 

Humanos, titular de las dependencias o entidades que integran la 

administración pública de ese Estado, así como para ser postulado a 

una candidatura independiente. Requisitos similares a los que se 

proponen, pero no en la misma medida. 

Según se señala en la propuesta, la finalidad de esta es fortalecer 

los mecanismos que actualmente existen en nuestra legislación a fin de 

garantizar el derecho humano a la alimentación, así como el interés 

superior de la niñez. Sin embargo, la medida no se considera idónea 

para garantizar estos derechos y al contrario resultaría contraria al 

interés superior de los menores o incluso los intereses de grupos 

vulnerables que tengan derecho a percibir alimentos, como las mujeres 

y los ancianos. 

Se señala lo anterior pues, el deudor alimentario obligado a 

suministrar los alimentos, debe tener una fuente de ingresos para así 

cumplir con su obligación. Luego entonces, si se limita esa fuente de 

ingresos con la obligación del estado para que no sea contratado o 

no pueda ser elegido para un cargo de elección popular, el único que 

se está protegiendo es el ente de gobierno.  

Por el contrario, al limitar el derecho del trabajo a la persona 

deudora, se estaría vulnerando también el interés superior de los 

menores y su derecho a percibir alimentos, pues no habría una fuente 

de ingresos para poder cumplir con la obligación alimentaria.  



 

7 

 

La señalada contradicción de la propuesta la podemos deducir si 

comparamos lo propuesto con el derecho de preferencia establecido 

el artículo 154 de la Ley federal del Trabajo, que establece la 

obligación de los patrones a preferir, en igualdad de circunstancias, a 

quienes no teniendo ninguna otra fuente de ingreso económico tengan 

a su cargo una familia.  

De aquí se desprende que, al menos en la Ley Federal del Trabajo, 

se encuentra un mecanismo de protección de los derechos a percibir 

alimentos. En este caso, la obligación del estado es verificar que estas 

obligaciones alimentarias sean realmente cumplidas, por lo que si la 

persona contratada o electa es deudor alimentario, la verdadera área 

de oportunidad para el congreso del estado será establecer medidas 

de retención más severas y eficientes para garantizar el derecho a los 

alimentos.  

Por otro lado, desde una perspectiva electoral, es importante 

considerar que el derecho al sufragio es un derecho fundamental de 

toda persona, que se encuentra consagrado en la mayoría de las 

constituciones del mundo y que representa uno de los pilares 

fundamentales de la democracia. Por lo tanto, cualquier restricción a 

este derecho debe estar debidamente justificada y ser proporcional a 

la finalidad que se persigue.  

Si bien, es indudable que el pago de los alimentos es una 

obligación legal y moral, y que en este sentido, la privación del 

derecho a ser votado podría ser considerada como una medida de 
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presión para que los deudores alimentarios cumplan con esta 

obligación.  

Es importante tener en cuenta que la privación del derecho a ser 

votado podría ser considerada como una sanción política, y no 

necesariamente como una medida efectiva  

Además, existen otros mecanismos legales para asegurar el 

cumplimiento de esta obligación, como la retención de salarios, la 

confiscación de bienes o la inclusión en listas de deudores morosos.  

María del Carmen Montoya en su artículo El registro de deudores 

alimentarios morosos2 recapitulo las acciones que han promovido 

varios países al respecto, entre las que resaltan las siguientes 

consideraciones: 

En países como Suecia, Dinamarca, Alemania, Suiza y Finlandia el 

Estado adelanta las cuotas alimentarias y prevé mecanismos de 

sanción contra el deudor. 

En España se han implementado las siguientes acciones en cuanto 

a ello: 

▪ Retención del salario (a excepción del mínimo vital que señale el 

Tribunal) 

 

2 Domínguez Martínez, Jorge Alfredo, Sánchez Barroso, José Antonio, IIJ, UNAM 2009, 80 

años de vigencia del Código Civil, Montoya Pérez M. C., El registro de deudores alimentarios 

morosos, publicación digital 2016, consultado el 28 de abril del 2023 en: 
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3833/9.pdf  

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3833/9.pdf


 

9 

 

▪ Retención de devoluciones de impuestos  

▪ Embargo de cuentas bancarias 

▪ Embargo de bienes y venta pública de los mismos. 

En Ontario Canadá, las personas que incumplan con la obligación 

alimentaria treinta días después de la orden judicial se le retirará la 

licencia de conducir. 

Perú cuenta con un Registro de Deudores Alimentarios Morosos, en 

donde la fotografía es publicada en el sitio web del Poder Judicial. 

Mientras que en Argentina se crea el Registro Nacional de 

Deudores Alimentarios por la Ley 13.074 cuyo objeto es registrar por 

orden judicial a todo obligado a pago de alimentos por sentencia o 

convenio homologado.  

Desde una perspectiva jurídica, una iniciativa de reforma 

constitucional debe respetar los principios y valores fundamentales 

establecidos en la Constitución Política de México, así como en los 

tratados internacionales de derechos humanos que México ha suscrito. 

Por ello es por lo que, del análisis realizado, encontramos que la 

suspensión de las prerrogativas ciudadanas de los deudores 

alimentarios es una medida desproporcionada y no se considera 

adecuada para garantizar el derecho a la alimentación de los 

acreedores alimentarios. 

Expuesto lo anterior, se considera determinante evitar todo aquel 

acto que transgreda los derechos de las niñas, niños y adolescentes. En 

este sentido, se considera preferente promover una reforma integral 
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que permitan hacer efectiva el cumplimiento de la obligación 

alimentaria, salvaguardando el interés superior de la niñez 


